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Cordial saludo,  
                    
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial
para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplica�vo siglo XXl
podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo.  

 
Atentamente,  
 

Grupo de Correspondencia  
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administra�vos  

Sede Judicial  CAN 
CAMS

De: Mauricio Sanabria Uribe <pmsu19@hotmail.com>
Enviado: jueves, 1 de junio de 2023 11:35
Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
iestatales@gmail.com <iestatales@gmail.com>
Asunto: CONTESTACIÓN DE DEMANDA RAD. 2023 - 00065
 

Bogotá D.C, 01 de Junio 2023
 
Señores
JUZGADO SESENTA Y UNO (61°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C –
Sección Tercera
E.        S.         D.
 

Radicado No.:             11 001 33 43 061 2023 00 065 00
Demandante:              JARDINZON ANDRES MAUSA BORJA y OTROS
Demandado:               LA NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL
Med. de Control:         Reparación Directa

 
Ref. CONTESTACIÓN DE DEMANDA
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         Cordialmente,
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Bogotá D.C, 01 de Junio 2023 
 
Señores  
JUZGADO SESENTA Y UNO (61°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
BOGOTÁ D.C – Sección Tercera 
E.    S.    D.  
 

Radicado No.:  11 001 33 43 061 2023 00 065 00 
Demandante:  JARDINZON ANDRES MAUSA BORJA y OTROS 
Demandado: LA NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO 

NACIONAL 
Med. de Control:      Reparación Directa 

 
Ref. CONTESTACIÓN DE DEMANDA 

_________________________________________________________________________ 
 
PEDRO MAURICIO SANABRIA URIBE, identificado con la cédula de ciudadanía No. 
4.267.112, abogado en ejercicio, portador de la T.P. No. 208.252 del C.S.J, persona mayor de 
edad solicito a su señoría: 
 
SOLICITUD RECONCIMIENTO DE PERSONERÍA JURÍDICA 
 
De conformidad al poder que anexo a la presente contestación de demanda, solicito 
respetuosamente me sea reconocida personería jurídica para actuar como apoderado de la 
NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - EJÉRCITO NACIONAL; documento que allego con 
los respectivos anexos y desde ya manifiesto que mi dirección para cuestiones de notificación 
es mi correo electrónico:  pmsu19@hotmail.com 

 
En virtud de lo anterior, me permito CONTESTAR LA DEMANDA dentro del proceso de la 
referencia, en los siguientes términos: 
 
CONFORMACION DEL GRUPO DEMANDANTE 
 
Por la lesión del señor SOLDADO PROFESIONAL (SLP) JARDINZON ANDRES MAUSA 
BORJA demandan las siguientes personas: 
 

 JARDINZON ANDRES MAUSA BORJA (victima directa) CC. 1.007.815.999 

 MARILUZ BORJA HERNANDEZ (madre)  

 JUAN DAVID LOPEZ BORJA  (hermano menor) 

  DEIBIS MAUSA BORJA (hermano)  

 EDIER ALEXI MAUSA BORJA  (hermano) 

 DUVAN MANUEL MAUSA BORJA (hermano) 

 OSNEYDER ARNET MAUSA BORJA (hermano) 

 YUDIS JOHANA MAUSA BORJA (hermana) 
 

A LOS HECHOS 
 
Los narra el apoderado de la parte actora en el capítulo respectivo de la demanda y a ellos 
se responde en su orden, así: 
 
PRIMERO: ES CIERTO, de conformidad a documentos aportados y los que reposan en la 
entidad demandada. 
 
SEGUNDO: ES CIERTO, de conformidad al Informativo Administrativo por Lesiones No. 17 
de fecha 15 de Noviembre de 2021 expedido por el Batallón de Infantería No. 10 “CR. 
ATANASIO GIRARDOT” 
 
TERCERO: NO ES CIERTO, además de no ser un hecho relevante dentro de lo que se 
pretende con la demanda, mi representada no pueda entrar a responder por todas las 
acciones u omisiones sufridas por los miembros de la Fuerza Pública y Fuerzas Militares; 
menos aun cuando en el presente proceso se trata de un Soldado Profesional, que ingresó a 
las filas del Ejército por su propia voluntad a cuenta y riesgo propio de lo que podría implicarle 
para su vida. 
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CUARTO: NO ES CIERTO, además de no ser un hecho relevante dentro de lo que se 

pretende con la demanda, debe probarse la falla en el servicio en la que incurrió mi 
representada para que de esta manera puedan ser pagados los perjuicios solicitados por los 
demandantes. 
 
SOBRE LAS PRETENSIONES 
 
A propósito de los daños solicitados, y en especial los daños morales, la doctrina ha 
considerado que éstos son “(…) esos dolores, padecimientos, etc., que pueden presentarse 
solamente como secuela de los daños infligidos a la persona; que no son entonces daños 
propiamente dichos, y que por otra parte, constituyen un sacrificio de intereses puramente 
morales, que justifican una extensión del resarcimiento, esta vez con función principalmente 
satisfactoria (…)”. La indemnización que se reconoce a quienes sufran un daño antijurídico 
tiene una función básicamente satisfactoria y no reparatoria del daño causado: 
 
El Consejo de Estado  
Expediente con Radicado No. 68001-23-31-000-2002-02548-01 (36149)  
Consejero Ponente: HERNÁN ANDRADE RINCON 
Medio de Control: Reparación Directa – Apelación Sentencia 
Demandante: JOSÉ DELGADO SANGUINO y OTROS 
Demandando: Dirección Ejecutiva de Administración Pública 
 
“Unificó la jurisprudencia sobre el reconocimiento y liquidación de perjuicios morales 
en caso de lesiones, de acuerdo con la gravedad de la lesión por pérdida de capacidad 
laboral y el grado de parentesco de los perjudicados”.  

 
Agregó que respecto del quantum al cual deben ascender estos perjuicios, se encuentra 
suficientemente establecido que el Juez debe valorar, según su prudente juicio, las 
circunstancias propias del caso concreto, para efectos de determinar la intensidad de esa 
afectación, con el fin de calcular las sumas que se deben reconocer por este concepto, sin 
que de manera alguna implique un parámetro inmodificable que deba aplicarse en todos los 
casos, puesto que se insiste en la necesidad de que en cada proceso se valoren las 
circunstancias particulares que emergen del respectivo expediente, a manera de sugerencia 
y como parámetro que pueda orientar la decisión del Juez en estos eventos.  
 
La jurisprudencia incluía una presunción en cuanto a los perjuicios tanto de los padres y 
cónyuges como a hermanos y abuelos. Ahora bien. El Consejo de Estado determinó para los 
privados de la libertad que debía probarse la calidad de hermanos, tíos y abuelos. Esto debe 
aplicarse también a los conscriptos, pues ambos comparten similares características. 
En este caso quienes demandan son la víctima, la madre y sus hermanos. Respecto de la 
víctima habrá que pagar lo que se solicita teniendo en cuenta como base el grado de pérdida 
de capacidad laboral. Igual respecto de la madre. No así respecto de sus hermanos, a los 
que no se les podrá reconocer los perjuicios morales pues no están probados dentro 
de este proceso el sufrimiento y la congoja. 
 

Por lo anterior y respecto a la presente demanda, tenemos claro que seis (06) de los 
demandantes son hermanas de la víctima directa JARDINZON ANDRES MAUSA BORJA y 
ellos son:  
 

- JUAN DAVID LOPEZ BORJA   
- DEIBIS MAUSA BORJA  
- EDIER ALEXI MAUSA BORJA   
- DUVAN MANUEL MAUSA BORJA  
- OSNEYDER ARNET MAUSA BORJA y 
- YUDIS JOHANA MAUSA BORJA  

 
Por lo que desde ya solicito al señor Juez negar las pretensiones para estas personas de 
conformidad a la sentencia de unificación descrita anteriormente. 
 

EXCEPCIÓN DE DAÑO NO IMPUTABLE AL ESTADO 
 
En cuanto a la imputabilidad  

 
De acuerdo al ordenamiento jurídico vigente, y con el fin de que se declare la responsabilidad 
de la administración pública, se hace imperioso verificar la configuración de los dos elementos 
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o presupuestos de la misma, según la disposición constitucional que consagra la institución 
jurídica, esto es, el artículo 90 superior. 
 
En consecuencia, es necesario que esté demostrado el daño antijurídico, así como su 
imputación fáctica y jurídica a la administración pública.  
 
Por lo anterior, además de constatarse, en un primer momento, la antijuridicidad del daño, el 
operador jurídico debe elaborar un “juicio de imputabilidad” que le permita encontrar un título 
jurídico diferente de la simple causalidad material que justifique la decisión a tomar, es por 
ello que dentro del nuevo modelo en que se desarrolla la responsabilidad patrimonial del 
Estado, se parte de un concepto objetivo de acción y, por ende, la atribución fáctica de la 
misma ostenta igual naturaleza (imputación objetiva). 
 
Respecto de la imputabilidad del daño el Honorable Consejo de Estado- Sección Tercera en 
sentencia 18 de Febrero de 2010, expediente 18274, señaló que:  
 

“Los ingredientes normativos (imputación fáctica e imputación jurídica) tienen como 
propósito controlar la incertidumbre que genera el empleo de las teorías causales propias 
de las ciencias naturales, frente a la asignación de resultados de las ciencias sociales. Por 
lo tanto, la imputación fáctica supone un estudio conexo o conjunto entre la causalidad 
material y las herramientas normativas propias de la imputación objetiva que han sido 
delineadas precisamente para establecer cuando un resultado en el plano material, es 
atribuible a un sujeto. De otro lado, la concreción de la imputación fáctica no supone por sí 
misma, el surgimiento de la obligación de reparar, ya que se requiere un estudio de 
segundo nivel, denominado imputación jurídica, escenario en el que el juez determina si 
además de la atribución en el plano fáctico existe una obligación jurídica de reparar el daño 
antijurídico; se trata por ende, de un estudio estrictamente jurídico en el que se establece 
si el demandado debe o no resarcir los perjuicios a partir de la verificación de una culpa 
(falla); o por la concreción de un riesgo excepcional al que es sometido el administrado, o 
de un daño especial que frente a los demás asociados es anormal y que parte del 
rompimiento de la igualdad frente a las cargas públicas.”(Subrayado fuera de texto). 

 
Por otro lado, se ha pronunciado la Corte Constitucional, en sentencia SU- 1184 de 2001, 
donde manifiesta que “La imputación de una conducta o un resultado en el derecho penal (o 
en general en cualquier derecho de responsabilidad), (...)con el fin de concretar el juicio de 
imputación se debe considerar 1) el riesgo permitido que autoriza la creación de peligros 
dentro de los límites que la sociedad va tolerando en virtud de las necesidades de desarrollo 
2) el principio de confianza indispensable para que pueda darse una división del trabajo y que 
permite al sujeto delegar ciertas tareas sobre la base que las demás personas son 
autoresponsables que cumplirán con las expectativas que surgen de una determinada 
función; 3) las acciones a propio riesgo, las cuales se imputa a la víctima, las conductas que 
son producto de la violación de sus deberes de auto protección y la 4) las prohibición de 
regreso. Por último se constata la realización del riesgo. Es decir que  el mismo riesgo creado 
para el sujeto sea el que se concrete en la producción del resultado (….)”. 
 
En consecuencia, hasta este punto se puede inferir con certeza que está siendo desarrollada 
la teoría de la imputación objetiva, por parte de la jurisprudencia del Consejo de Estado, en 
sus presupuestos del riesgo permitido, principio de confianza y acciones a propio riesgo, 
cuando se entra a examinar si un daño es imputable o no a la administración pública, lo cual 
pone en evidencia la insuficiencia del dogma causal para la resolución de las controversias 
que se suscitan con ocasión de la responsabilidad extracontractual del Estado.  
 
Así mismo, estas teorías han sido desarrolladas por doctrinantes penalistas, que de suyo han 
aportado importantes avances a esta posición doctrinaria, así como el profesor Gunter 
Jakobs, en su obra “La Imputación Objetiva en el Derecho Penal” apunta que “existe un riesgo 
permitido……Y es que la sociedad no es un mecanismo cuyo único fin sea la protección 
máxima de bienes jurídicos, sino que está destinada a hacer posibles las interacciones, y la 
prohibición de cualquier puesta en peligro, de toda índole, imposibilitaría la realización de todo 
comportamiento social incluyendo, por lo demás también los comportamientos de salvación. 
Sin embargo, en determinados ámbitos, la necesidad de un riesgo permitido en modo alguno 
es contradictoria con la protección de bienes jurídicos…”. 
 
De igual manera, en palabras del profesor Claus Roxin, “se (debe) entender por riesgo 
permitido una conducta que crea un riesgo jurídicamente relevante, pero que de modo general 
está permitida y, por ello, a diferencia de las causas de justificación, excluye la imputación 
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(…) prototipo del riesgo permitido es la conducción automovilística observando todas las 
reglas del tráfico diario. No se puede negar que el tráfico diario constituye un riesgo relevante 
para la vida, salud y bienes materiales, cosa prueba irrefutablemente la estadística de 
accidentes(…) Dentro del ámbito del riesgo permitido entran todo el tráfico público ( por tanto 
también el tráfico aéreo, ferroviario y marítimo), el funcionamiento de las instalaciones 
industriales (especialmente de las plantas peligrosas), la práctica de deportes que implican 
riesgo, las intervenciones médicas curativas en el marco de la lex arti (…): Por consiguiente 
no serán imputables objetivamente aquellos daños en que exista: a) Una disminución del 
riesgo permitido, b) la falta de creación del riesgo, c) cuando el riesgo concretado se mueve 
dentro del riesgo permitido, d) cuando el resultado se encuentra por fuera de la norma de 
cuidado, e) cuando la conducta alternativa es conforme a derecho.” 
 
Dado lo anterior, en el caso específico que nos incumbe es preciso anotar que si bien es 
cierto, al señor SLP.  JARDINZON ANDRES MAUSA BORJA el día 15 de Noviembre de 2021, 
se le realizó el informativo Administrativo por Lesiones Extemporáneo No. 017, en el que 
manifiesta que: 
 

 
 
Es por lo anterior y de conformidad a ello que queda claro que las lesiones que recibió el 
demandante fueron ocasionadas involuntariamente por un disparo de fusil que recibió de uno 
de sus compañeros también soldado profesional y quien antes de activar su arma pregunta y 
realiza la proclama a los que el señor MAUSA BORJA, no responde y por ello es que el 
soldado no tuvo más remedio que disparar; lo que ello indica desde ya que la entidad 
demandada nada tiene que ver con lo alegado en la demanda y que mi representada tiene 
que entrar a responder; si bien es cierto, que el SLP. Se lesionó como causa del disparo, 
sobre estas se presentó la atención médica y el tratamiento correspondiente a lo que hoy día 
se encuentra muy bien en su estado de salud y no demuestra ninguna pérdida de la capacidad 
laboral. 
 

DE LA RESPONSABILIDAD ESTATAL 
 

La imputación de responsabilidad extracontractual del Estado por Falla en el Servicio, se 
caracteriza porque el demandante atribuye al demandado conductas irregulares, por acción 
o por omisión; por lo tanto es necesario demostrar la falencia o anomalía administrativa en 
el acaecimiento del hecho dañino, la antijuridicidad del daño y el nexo adecuado y eficiente 
de causalidad. 
 
El artículo 90 de la Constitución Política no sujetó obligación de reparar a cargo del  Estado 
a la demostración de una  conducta antijurídica de las autoridades públicas; no hizo 
referencia a la falla del servicio; y ni siquiera vinculó la responsabilidad estatal al 
funcionamiento normal o anormal  de la Administración. 
 
La responsabilidad del Estado se fundamenta en la noción de daño antijurídico  entendido 
como aquél que no debe soportar el ciudadano por superar las cargas públicas que debe 
soportar por vivir en sociedad y surge cuando se acredita:   
 
Que el daño fue causado por la actuación o la omisión de  una autoridad pública, lo cual es 
distinto a establecer que fue producto del funcionamiento del servicio  o de la 
Administración. 
 
 

mailto:pmsu19@hotmail.com


 
                                                                                                                                                                                

 
Carrera 46 No.20 B – 99 Cantón Caldas, Puente Aranda, Edificio Pabellón “MY. Carlos Lara Rozo”.  
Página Web - www.ejercito.mil.co  
Correo electrónico: pmsu19@hotmail.com   -   didef@buzonejercito.mil.co  

 

Que la conducta de la autoridad pública  es atribuible o imputable al Estado, lo que implica 
considerar que no todas las actuaciones u omisiones de los agentes estatales comprometen 
la responsabilidad del Estado.  
 
En ese sistema lo único relevante para que nazca la obligación de reparar, es la prueba de 
que el daño fue causado por la actuación del Estado.    
 

RIESGO PROPIO DEL SERVICIO 
 
El Consejo de Estado, ha manifestado de manera reiterada que “la afectación de los 
derechos a la vida y a la integridad personal del militar profesional constituye un riesgo 
propio de la actividad que dichos servidores públicos ordinariamente despliegan”. 
 

Por lo tanto, no es atribuible al Estado responsabilidad alguna en estos casos, salvo que se 
demuestre que la lesión o la muerte devienen del acaecimiento de una falla en el servicio o 
de la materialización de un riesgo excepcional al cual se hubiere visto sometido el militar 
profesional afectado. 
 

“ (…) Hay eventos en los cuales el daño antijurídico cuya reparación se reclama deriva 
de las lesiones o de la muerte de un miembro de las Fuerzas Armadas, de la Policía 
Nacional, del DAS o de cualquier organismo similar, entidades cuyo común 
denominador está constituido por el elevado nivel de riesgo para su integridad personal 
al cual se encuentran expuestos los agentes que despliegan actividades operativas, 
de inteligencia o, en general, de restauración y mantenimiento del orden público o de 
defensa de la soberanía estatal que, por su propia naturaleza, conllevan la necesidad 
de afrontar situaciones de alta peligrosidad, entre ellas el eventual enfrentamiento con 
la delincuencia de la más diversa índole o la utilización de armas de dotación oficial.” 

  
El demandante, pretende que se le indemnice por las lesiones recibidas en su humanidad 
a causa del disparo de fusil que le propinó uno de sus compañeros, desconociendo que 
desde el mismo momento en que ingreso a las filas del Ejército Nacional como suboficial 
del Ejército Nacional, inició una carrera militar que trae consigo riesgos implícitos y siendo 
elegida por él de manera voluntaria, solo serían imputables al Estado Colombiano, si se 
demostrare que sus lesiones fueron producto de una falla en el servicio o de  un riesgo 
excepcional. 
 
El ejercicio de operaciones militares tácticas, es una actividad propia del servicio que trae 
consigo un riesgo propio del mismo, que asume el uniformado, ya sea oficial, suboficial o 
soldado profesional, por cuanto se vincula voluntariamente y en decisión autónoma de su 
derecho a escoger profesión u oficio.(...)”  
      
Por eso el Consejo de Estado en reiteradas jurisprudencias ha abordado el tema y ha 
encontrado procedente la declaratoria de responsabilidad del Estado, cuando se evidencia 
que quienes ejercen funciones de alto riesgo relacionadas con la defensa y seguridad del 
Estado como los militares, agentes de policía o detectives del DAS, han padecido daños 
con ocasión de una falla del servicio o del sometimiento a un riesgo excepcional, como por 
ejemplo, cuando se ha configurado un error táctico, se dejan de emplear medidas para 
prevenir o evitar un ataque, no se adoptan medidas de seguridad excepcionales a pesar de 
la inminencia del ataque, en el daño intervienen armas de dotación oficial, etcétera; 
situación que no ocurre en el presente caso, pues el apoderado del actor pretende se le 
reconozca una falla del servicio, con un relato del actor en el que se aduce que “(…) cometió 
falla táctica lo que consecuencialmente llevó a un enfrentamiento con las FARC, en donde 
los miembros de la patrulla militar estaban en desventaja. (…)”, sin aportar prueba alguna 
que permite determinar que la versión rendida se ajusta a la realidad, no obstante, si se 
encuentra en la misma versión, que da cuenta que el suboficial murió en actos del servicio 
por acción directa del enemigo, las FARC.   
 
El Consejo de Estado considera que no habrá lugar a declarar la responsabilidad 
extracontractual del Estado cuando los agentes sufren daños propios del servicio, como por 
ejemplo, ser heridos o morir en combate contra grupos al margen de la ley, enfrentarse a 
grupos delincuenciales, repeler paros cívicos, etcétera1. Situación que si se evidencia en el 

                                                 
1 Cfr. Tribunal Administrativo del Cauca, 23 de septiembre de 2010, radicados 2003 2231, 2003 2265, 2004 
0369, 2003 1507, acumulados. Consejo de Estado, 25 de julio de 2002, radicado 14001, 26 de mayo de 2010, 
radicado 19158, entre 
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presente caso, pues como se mencionó anteriormente, las lesiones del señor suboficial, 
SLP. JARDINZON ANDRES MAUSA BORJA ocurrieron en actos del servicio. 
 
La jurisprudencia del Consejo de Estado ha señalado que la afectación de los derechos a 
la vida y a la integridad personal de los agentes de la fuerza pública profesionales, 
constituye, en general, un riesgo propio de la actividad que desempeñan, riesgo que se 
concreta cuando tiene lugar el deceso o la ocurrencia de lesiones como consecuencia de 
combates, emboscadas, ataques de grupos subversivos, desarrollo de operaciones de 
inteligencia, entre otras actuaciones propias del servicio que prestan, y al cual ingresaron 
por iniciativa propia, por lo que asumen los riesgos inherentes al desarrollo de dichas 
actividades peligrosas. 
 
En virtud del riesgo inminente que caracteriza a estas actividades y del libre albedrío de 
que gozan los agentes que las realizan, no en todas las ocasiones, resulta jurídicamente 
viable atribuirle al Estado responsabilidad extracontractual; sin embargo, se considera, en 
aquellos casos en los cuales se demuestre que la lesión o la muerte devienen del 
acaecimiento de una falla en el servicio o de la materialización de un riesgo excepcional al 
cual se hubiere visto sometido el agente afectado, y que este riesgo sea mayor que aquel 
al cual se hubieren visto expuestos sus demás compañeros en el desarrollo de la misión 
encomendada2. 
 
Estos títulos de imputación se configuran, en razón a que el riesgo se estructura cuando 
acontece una situación extraordinaria respecto de lo que normalmente se asume al escoger 
dicha profesión, o como dice la jurisprudencia, cuando “a estos funcionarios se les somete 
a un riesgo superior al que normalmente deben soportar con ocasión de su actividad”3, esto 

es, cuando se expone a los servidores públicos a riesgos extraordinarios que superan los 
propios de su actividad o cuando se incumple un deber asignado a dichas entidades como 
por ejemplo “el de brindar la instrucción y el entrenamiento necesario para el adecuado 
desempeño de sus funciones”4, o el de brindar las condiciones de seguridad necesarias 

cuando está acreditado el peligro que se encuentra por el cumplimiento de dichas 
funciones5, o el de suministrar los elementos para permitir el cabal cumplimiento de sus 
obligaciones6 (falla del servicio). 
 
Del mismo modo, la vinculación a dichas instituciones de manera legal y reglamentaria 
implica el amparo normativo en el régimen laboral que los rige y que cobija la asunción de 
los riegos derivados de esta actividad. Cuando se concreta el riesgo que voluntariamente 
asumieron se constituye lo que se ha llamado por la doctrina francesa, indemnización a 
forfait. 
 
Este régimen prestacional de naturaleza especial, reconoce las circunstancias de particular 
riesgo que caracteriza a las actividades que deben desarrollar los referidos servidores 
públicos, quienes, en consecuencia, se hallan amparados por una normatividad que, en 
materia prestacional y de protección de riesgos, habitualmente consagra garantías, 
derechos y prestaciones que superan las previstas en las normas que, en este ámbito, 
resultan aplicables al común de los servidores del Estado7. 
 
ii) Responsabilidad del Estado por muerte de miembro de la Fuerza Pública.  
 
En materia de la responsabilidad atribuible al Estado en los casos que haya lugar a ésta, 
por los daños padecidos por miembros de la fuerza pública profesionales, el H. Consejo de 
Estado8, se pronunció en los siguientes términos:  
“(…)  
  

                                                 
otras. 
2 Ver, entre otras, las sentencias del Consejo de Estado, Sección Tercera, de mayo 3 de 2001, expediente 12338, 

C.P. Alier Hernández; marzo 8 de 2007, expediente 15459, C.P. Mauricio Fajardo Gómez y octubre 7 de 2009, 

expediente 17884, C.P. Mauricio Fajardo Gómez. 
3 Ibídem. 
4 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 9 de junio de 2010, 

C.P.  Gladys Agudelo Ordóñez, radicación n.°  16258. 
5 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia  del 28 de abril de 

2010, C.P. Ruth Stella Correa Palacio, radicación n.°  17882. 
6 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia  del 23  de junio de 

2010, C.P. Enrique Gil Botero, radicación n.°  19426. 
7 Artículo 123 del Decreto 1213 de 1990. 
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La jurisprudencia de esta Corporación ha señalado que la afectación de los derechos a 

la vida y a la integridad personal de los agentes de la fuerza pública profesionales 
constituye un riesgo propio de la actividad que dichos servidores públicos 
ordinariamente despliegan, riesgo que se concreta, por vía de ejemplo, en los 
eventos en los cuales tiene lugar el deceso o la ocurrencia de lesiones como 
consecuencia de combates, emboscadas, ataques de grupos subversivos, desarrollo 
de operaciones de inteligencia, entre otras actuaciones realizadas en cumplimiento de 
operaciones o de misiones orientadas a la consecución de los fines que constitucional y 
legalmente concierne perseguir a la fuerza pública; de allí que cuando el riesgo se 

concreta, en principio no resulte jurídicamente viable atribuirle al Estado 
responsabilidad extracontractual alguna en sede judicial, salvo en aquellos casos en 
los cuales se demuestre que la lesión o la muerte devienen del acaecimiento de una 
falla en el servicio o de la materialización de un riesgo excepcional al cual se hubiere 
visto sometido el agente afectado, riesgo de mayor entidad que aquel al cual se 
hubieren visto expuestos sus demás compañeros en el desarrollo de la misión 
encomendada9.  
 
Hay eventos en los cuales el daño antijurídico cuya reparación se reclama deriva de las 
lesiones o de la muerte de un miembro de las Fuerzas Armadas, de la Policía Nacional, del 
DAS o de cualquier organismo similar, entidades cuyo común denominador está constituido 
por el elevado nivel de riesgo para su integridad personal al cual se encuentran expuestos 
los agentes que despliegan actividades operativas, de inteligencia o, en general, de 
restauración y mantenimiento del orden público o de defensa de la soberanía estatal que, 
por su propia naturaleza, obligan a afrontar situaciones de alta peligrosidad, entre ellas el 
eventual enfrentamiento con la delincuencia de la más diversa índole o la utilización de 
armas de dotación oficial. Por tal razón el legislador se ha ocupado de establecer un 
régimen prestacional de naturaleza especial que reconoce esa circunstancia de particular 
riesgo que resulta connatural a las actividades que deben desarrollar los referidos 
servidores públicos, quienes, en consecuencia, se hallan amparados por una normatividad 
que, en materia prestacional y de protección de riesgos, habitualmente consagra garantías, 
derechos y prestaciones que superan las previstas en las normas que, en este ámbito, 
resultan aplicables al común de los servidores del Estado. Por eso mismo, la 
jurisprudencia de la Sección Tercera ha considerado también que, en la medida en la 
cual una persona ingresa libremente a una de las mencionadas instituciones con el 
propósito de desplegar dicha clase de actividades riesgosas para su vida e integridad 
personal, está aceptando la posibilidad de que sobrevengan tales eventualidades y 
las asume como una característica propia de las funciones que se apresta a cumplir, 
de manera que cuando alguno de los riesgos usuales se concreta, surge el derecho 
al reconocimiento de las prestaciones y de los beneficios previstos en el régimen 
laboral especial al cual se halla sujeta, sin que en principio resulte posible deducir 
responsabilidad adicional al Estado por razón de la producción de los consecuentes 
daños, a menos que se demuestre que los mismos hubieren sido causados, según 
se indicó, por una falla del servicio o por la exposición de la víctima a un riesgo 
excepcional en comparación con aquel que debieron enfrentar sus demás 
compañeros de armas. (…)”. Negrillas y Subrayas fuera del texto. 

 
PRUEBAS 

 
Me permito allegas las siguientes: 
 

 Oficio  No. 2023306000530621, de fecha 15 de Marzo del año  2023, expedido por la 

Dirección de Personal del Ejército Nacional, en el que indica que el señor SLP. 
JARDINZON ANDRES MAUSA BORJA, se encuentra retirado de la institución desde 
el 08 de Noviembre del año 2022. 
 

 Oficio  Radicado No. 2023325009650123, de fecha 10 de Mayo del año 2023, 

expedido por la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional en la que certifica que el 
señor SLP. JARDINZON ANDRES MAUSA BORJA, no cuenta con Junta Médica 
Laboral Militar en la que se pueda determinar una pérdida capacidad laboral. 
 

 Oficio  No. 2023251004859933, de fecha 13 de Marzo del año 2023, dirigido al 

Comandante del Batallón de Infantería No. 10 “CR. ATANASIO GIRARDOT” en 
Medellín – Antioquia para que envíen todos los documentos referentes al señor SLP. 
JARDINZON ANDRES MAUSA BORJA que reposen en ese Batallón. 
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SOLICITUD ESPECIAL 
 
Por lo anteriormente expuesto, respetuosamente solicito al señor Juez, declarar probados los 
fundamentos jurídicos de la defensa, y como consecuencia de ello, NEGAR LAS 
PRETENSIONES DE LA DEMANDA. 
 

COSTAS 
 
Se acoge lo prescrito en el artículo 188 del C.P.A.C.A, el Despacho se abstendrá de condenar 
en costas a las partes, en tanto no se ha comprobado un uso indebido o arbitrario de los 
instrumentos procesales por parte de estas8.  
 

ANEXOS 

 
- Poder con sus respetivos anexos para poder actuar 
- Lo  enunciado en el acápite de pruebas  

 
NOTIFICACIONES 

 
ADEMÁS DEL CORREO ELECTRÓNICO HABILITADO POR LA ENTIDAD PARA LAS 
NOTIFICACIONES JUDICIALES, SOLICITO RESPETUOSAMENTE A SU DESPACHO, AL 
IGUAL QUE AL APODERADO DE LA CONTRAPARTE; QUE PUEDA SER NOTIFICADO DE 
TODA ACTUACIÓN PROCESA A MI CORREO ELECTRÓNICO PERSONAL:  
 
E-MAIL:  pmsu19@hotmail.com 
 
Celular:   3115256083 
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
PEDRO MAURICIO SANBRIA URIBE 
C. C. No. 4.267.112 de Susacón – Boyacá 
T. P. No. 208.252 del C. S. de la J. 
Abogado -  Ejército Nacional  
 

                                                 
8 Sentencia del 25 de mayo de 2006. Subsección B, Jesús María Lemus. Rad. 2001-04955-01(2427-2004) “(..) 
sólo cuando el Juez, después de valorar la conducta de las partes, compruebe que hubo uso abusivo de los 
medios procesales es del caso condenar en costas lo que, contario sensu, significa que si la conducta procesal 
fue correcta no es posible acceder a la condena en costas”  
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FUERZAS MILITARES DE COLOMBIA

EJÉRCITO NACIONAL

QUE REVISADOS LOS LISTADOS DEL PERSONAL DE SOLDADOS PROFESIONALES AL SERVICIO DEL
EJÉRCITO NACIONAL FIGURA EL SEÑOR(A) JARDINZON ANDRES MAUSA BORJA, IDENTIFICADO(A) CON
CEDULA DE CIUDADANIA No.1007815999 DE TURBO CON EL GRADO DE SOLDADO PROFESIONAL.

DADA A LOS 15 DIAS DEL MES DE MARZO      DE 2023 EN LA CIUDAD DE BOGOTÁ, D.C.

EL SUSCRITO(A) OFICIAL SECCIÓN ATENCIÓN AL USUARIO DIPER DEL  EJÉRCITO 
NACIONAL 

OFICIAL SECCIÓN ATENCIÓN AL USUARIO DIPER

EL(LA) PRENOMBRADO(A) FUE DADO(A) DE ALTA MEDIANTE OAP No. 2046 DE 26-10-2020, CON NOVEDAD
FISCAL 01-11-2020 Y TRASLADADO ASI:

TENIENTE CORONEL DIEGO FERNANDO HINESTROZA HERNANDEZ

SE EXPIDE LA PRESENTE CERTIFICACION PARA DAR RESPUESTA A RESPUESTA OFICIO N°.
2023251004862973.

EL(LA) SEÑOR(A) JARDINZON ANDRES MAUSA BORJA SE ENCUENTRA ACTUALMENTE RETIRADO(A)
ACUERDO OAP No. 2279 CON NOVEDAD FISCAL 02-11-2022

C E R T I F I CA 

Ejc_Aupaolaa23 20231503 10:03:44
AA11 PAOLA ANDREA AGUILAR SUAREZGeneró: 

OAP No. UNIDAD FECHA INICIO
2046
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REPUBLICA DE COLOMBIA
EJERCITO NACIONAL

COMANDO DE PERSONAL
DIRECCION DE PERSONAL EJERCITO
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Teniente Coronel DIEGO FERNANDO HINESTROZA HERNANDEZ
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QUE EL SEÑOR SLP JARDINZON ANDRES MAUSA BORJA IDENTIFICADO CON CC No. 1007815999 ORGANICO DE
BATALLON DE INFANTERIA # 10 ATANASIO GIRARDOT CON CODIGO MOCE  Y CON CODIGO MILITAR 1007815999 EN
LA NOMINA MENSUAL SOLDADOS NOVIEMBRE DE 2022 SE LE PRESUPUESTARON 7 DIAS EN BATALLON DE
INFANTERIA # 10 ATANASIO GIRARDOT CON LOS SIGUIENTES HABERES : 

EJC_AUPAOLAA23: AA11. PAOLA ANDREA AGUILAR SUAR
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Constancia para ser presentada a : OTROS NO ESPECIFICADOS
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Que el señor(a) SOLDADO PROFESIONAL SLP MAUSA BORJA JARDINZON ANDRES con CC 1007815999, con código
militar 1007815999, le figura la siguiente informacion. 
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EL  SUSCRITO OFICIAL SECCIÓN ATENCIÓN AL USUARIO DIPER  

Teniente Coronel DIEGO FERNANDO HINESTROZA HERNANDEZ
OFICIAL SECCIÓN ATENCIÓN AL USUARIO DIPER

Se expide en   a los  15 dias del mes de Marzo de 2023. OTROS NO ESPECIFICADOS

Se retiró por SOLICITUD PROPIA acuerdo disposicion de retiro OAP-EJC 2279 de 02/11/22. Los datos aqui contenidos
son los registrados en su historia laboral, para reconocimientos prestacionales deben ser avalados por la Dirección de
Prestaciones Sociales, de acuerdo a las normas legales vigentes.  Para efectos de asignación de retiro o pensión en el
caso de tener tiempo de Alumno se liquidará sin sobrepasar 2 años.
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MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
COMANDO COMANDANTE GENERAL DE LAS FUERZAS MILITARES 
EJÉRCITO NACIONAL 

DIRECCIÓN DE SANIDAD     

*2023325009650123* 
Al contestar, cite este número 
 
Radicado No. 2023325009650123 MDN-COGFM-COEJC-SECEJ-JEMGF-COPER-DISAN-1.4 

 

Bogotá, D.C., 10 de mayo de 2023 
 
Abogado: 
PEDRO MAURICIO SANABRIA URIBE 
Dirección de Defensa Jurídica Integral del Ejercito Nacional - DIDEF 
Correo electrónico: pmsu841219@gmail.com  
 didef@buzonejercito.mil.co   

 
Asunto: Respuesta a solicitud probatoria 
Demandante: Jardinzon Andrés Mausa Borja y otros 
Medio de control: Reparación directa 
Rad. Proceso: 11001333603720230006200 
Radicado interno: 2023251004866463 
 

En atención al oficio que fue de conocimiento de esta Dirección de Sanidad Ejército, 

asignado bajo el radicado interno No. 2023251004866463, en donde solicita y refiere:  

 

 
 

Teniendo en cuenta lo anterior, la DISAN remite la siguiente respuesta: 

 

Se informa que, el señor Mausa Borja no cuenta con acta de junta médica laboral, sin 

embargo, registra ficha médica en donde solicitan los siguientes conceptos, los cuales se 

encuentran PENDIENTES por practicar: 

 

1. ATS POR HIPOACUSIA 

 

2. POTENCIALES EVOCADOS AUDITIVOS POR HIPOACUSIA  

 

3. VALORACIÒN POR OTORRINO POR TINNITUS E HIPOACUSIA  

 

4. VALORACIÒN POR ORTOPEDIA POR HERIDA POR ARMA DE FUEGO REGIÓN 

LUMBAR 

 

5. VALORACIÓN POR DERMATOLOGIA POR CICATRIZ REGIÓN FRONTAL 

DERECHA Y CICATRIZ REGIÓN LUMBAR POR HPAF  

 

Manifestado lo anterior, es preciso señalar que los conceptos originales fueron entregados 

al apoderdado del demandante, tal como se evidencia a continuacion:  

 

mailto:disan.juridica@buzonejercito.mil.co
mailto:pmsu841219@gmail.com
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De acuerdo a lo anterior, es importante resaltar que hasta tanto el demandante no se realice 

en su totalidad las valoraciones de los conceptos médicos ordenados, no es posible 

convocar a junta médico laboral.  

 

Ahora bien, teniendo en cuenta la información anterior, es preciso indicar que el señor López 

Mausa Borja se encuentra en la etapa 3 del protocolo establecido en el Decreto 1796 de 

2000, tal como se logra evidenciar:  

 

ESTRUCTURA GRAFICA DEL TRÁMITE DE JUNTA MÉDICO LABORAL 

  

PROCESO MÉDICO LABORAL 

Etapas Descripción Responsable 

  
  
  

Diligenciamiento 
de la ficha de 
retiro o 

Para personal que no es de tropa, se requiere que se 
acerquen al Establecimiento de Sanidad Militar 
correspondiente para diligenciar la ficha de retiro. 

Interesado y 
Establecimiento 

de Sanidad 
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1 

licenciamiento   
Una vez realizado lo anterior, el Establecimiento envía 
la mencionada ficha a la Dirección de Sanidad. 
  
En personal de tropa, el Establecimiento dentro de los 
60 días anteriores elabora dicha ficha para enviarla a 
la Dirección de Sanidad.  
  
La Ficha Médica Unificada es remitida por el 
establecimiento de sanidad militar, por medio del 
método de valija. 

Militar 

  
  
  
  
2 

Calificación de 
la ficha 

Una vez recepcionada la ficha de retiro por la 
Dirección de Sanidad, se procede a calificarla, 
obteniendo uno de los siguientes puntajes: APTO o 
APLAZADO. 
  
Si el personal es calificado como APTO significa que 
su condición física es óptima y no presenta alguna 
patología, quedando definida en esta etapa su 
situación médico laboral con la Institución. 
  
Si el personal es calificado como APLAZADO, se 
procede a coordinar los servicios de salud que 
requiere, para que el Establecimiento más cercano 
suministre los servicios y expida los conceptos 
médicos. 
  
De igual forma se procede a activar al personal en el 
Subsistema de Salud de las FFMM 

Área de 
Medicina 

Laboral y el 
Interesado 

(Dirección de 
Sanidad – 
Oficina de 
Gestión de 
Medicina 
Laboral) 

  
  
  
  
  

 3 

 
 
 
 
Consecución de 

los Concepto 
Médicos 

Definitivos 

En esta etapa, el Establecimiento de Sanidad Militar 
presta los servicios de salud, asignando las citas 
correspondientes en las especialidades requeridas, 
siempre y cuando el interesado las gestione de 
manera autónoma y activa. 
  
Es de anotar que la consecución de los conceptos 
médicos definitivos varía por distintos factores, como 
es disponibilidad de citas, hasta la misma patología 
del personal. 
  
Es de resaltar que en esta etapa se pretende la 
recuperación integral del personal, lo cual implica que 
en muchos casos los conceptos demoren mientras el 
paciente se recupera, de igual forma dependiendo de 
la patología se pueden requerir exámenes, cirugías, 
remisiones. 
  
Por último, se recuerda que se en esta etapa se trata 
de conseguir conceptos médicos definitivos y no 
parciales, lo cual implica que una complejidad aún 
mayor. 

 
 
 
 

Establecimiento 
de Sanidad 
Militar y el 
Interesado 

4 Junta Médico 
Laboral 

Obtenidos los conceptos médicos para convocar a la 
Junta Médico Laboral, en donde se determina la 
disminución de la capacidad laboral. 

Junta Médico 
Laboral y el 
Interesado 

(Dirección de 
Sanidad - Oficina 

de Gestión de 
Medicina 
Laboral) 

  
  
5 

Tribunal Médico 
Laboral 

En el evento que el personal se encuentre inconforme 
con lo dispuesto por la Junta Médico laboral puede 
convocar al Tribunal Médico Laboral de Revisión 
Militar y de Policía quien podrá ratificar, modificar o 
revocar lo decidido por la Junta Médico Laboral. 

Tribunal Médico 
Laboral y el 
Interesado 

(Órgano adscrito 
al Ministerio de 
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Defensa) 

Así las cosas, se pone en resalta que el señor Mausa Borja TIENE LA OBLIGACIÓN Y 

RESPONSABILIDAD DE SOLICITAR, GESTIONAR, INFORMAR Y CONVOCAR DE 

MANERA ACTIVA LOS PROCESOS, además de solicitar por sí solo o por medio de un 

representante, la atención que requiera ante los dispensarios o establecimientos de 

sanidad, así como asistir a las citas que le sean programadas con el fin de permitir y facilitar 

la calificación médico laboral y no generar un trámite extenso, engorroso y complejo para 

la Dirección de Sanidad, lo anterior atendiendo a lo estipulado en el artículo 21 de la Ley 

352 de 1997el cual señala: 

ARTÍCULO 21. DEBERES DE LOS AFILIADOS Y BENEFICIARIOS. Son deberes de los afiliados 
y beneficiarios:  
a) Procurar el cuidado integral de su salud, la de sus familiares y la de la comunidad y dar 
cabal cumplimiento a todas las disposiciones que, en materia preventiva, de seguridad industrial y 
de higiene determine el SSMP. 
b) Suministrar información veraz, clara y completa sobre su estado de salud y el de sus 
beneficiarios;  
c) Cuidar y hacer uso racional de los recursos, las instalaciones y la dotación, así como de los 
servicios;  
d) Pagar oportunamente las cotizaciones a que haya lugar.” (Subrayado fuera   
de texto) 

 

Ahora bien, cabe mencionar que la Dirección de Sanidad Ejército es un ente administrativo 

que se encarga de dirigir y coordinar la prestación del servicio, mas no del seguimiento y la 

presentación de los demandantes ante los dispensarios médicos, con el objeto de que den 

inicio o trámite al proceso de Junta Médico Laboral. 

 

En espera de su comprensión y aceptación de las anteriores razones, se da respuesta a la 

solicitud presentada ante esta Dirección de Sanidad del Ejército. 

 
Por orden del señor Brigadier General 
Edilberto Cortes Moncada 

Director de Sanidad del Ejército.  

 

Cordialmente,  
 
ORIGINAL DEBIDAMENTE FIRMADO 
Mayor EDWARD JAIR JIMENEZ RODRIGUEZ 
Oficial de Gestión Jurídica DISAN Ejército. 

 
 
Elaboró:    PS. Paula Camila Vargas Beltran 
                Asesor Jurídico – DISAN Ejército 
 
 
Revisó:    SV. Omar Segundo Martelo 
                Suboficial Coordinador Tutelas Juntas Médicas Laborales – DISAN  
         
 
Vo.Bo:      MY. Miguel Cervantes Saavedra Garzón  
                Oficial Coordinador Tutelas - DISAN Ejército 
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